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tas, equivalente al 50% del importe de la subvención con-
cedida.

La disposición del 50% restante podrá realizarse una vez
quede acreditado el abono del primero, mediante certificación
del Interventor de la Diputación Provincial en la que se rela-
cionen los pagos efectivamente realizados con cargo al mismo.

Todo ello sin perjuicio de la disposición de fondos de
la parte de capital que corresponde a la aportación de la propia
Diputación Provincial.

Tercero. La Diputación Provincial de Sevilla deberá remitir
a la Consejería de Gobernación, antes del 30 de septiembre
del año 2001, la valoración definitiva de las obras y servicios
efectuados, aportando certificación acreditativa de los siguien-
tes extremos:

a) La cuantía del préstamo concertado.
b) Las inversiones realizadas y satisfechas a las Entidades

Locales beneficiarias del régimen de subvenciones correspon-
dientes a los Fondos Ordinarios del ejercicio 2000 del Pro-
grama de Fomento de Empleo Agrario de 2000.

c) Relación detallada de la cuantía final aportada por cada
uno de los Organismos participantes.

Cuarto. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de esta subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas de otras
Administraciones Públicas o de otros entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación
de la resolución de concesión.

Quinto. Las Entidades Locales beneficiarias de la sub-
vención se encuentran sometidas, con carácter general, a las

obligaciones previstas en el artículo 105 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y muy en particular al sometimiento de las actuaciones
de comprobación a efectuar por la Consejería de Gobernación,
sin perjuicio de las de control que correspondan al Tribunal
de Cuentas, a la Cámara de Cuentas de Andalucía y a la
Intervención General de la Junta de Andalucía.

Sexto. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 5 del Decreto 237/00, de 23 de mayo, las Entidades Locales
beneficiarias deberán dar la publicidad adecuada a cada obra
o servicio afecto al Programa de Fomento de Empleo Agrario
2000, colocando en lugar visible un cartel en el que consten
expresamente las Entidades que cooperan en la financiación
del mismo.

El logotipo de identificación corporativo de la Junta de
Andalucía en dicho cartel deberá ajustarse al Decreto
245/1997, de 15 de octubre.

Séptimo. A tenor de lo dispuesto en el artículo 57 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, la presente Orden produce efectos desde
el momento en que ha sido dictada, sin perjuicio de su publi-
cación en el BOJA y su notificación a la Diputación Provincial
de Sevilla y al Banco de Crédito Local.

Sevilla, 12 de febrero de 2001

ALFONSO PERALES PIZARRO

Consejero de Gobernación

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

DECRETO 22/2001, de 6 de febrero, por el que
se crea, por segregación, el Colegio Territorial de Admi-
nistradores de Fincas de Almería.

El artículo 13.24 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía atribuye competencia a esta Comunidad Autónoma en
materia de Colegios Profesionales, sin perjuicio de lo dispuesto
en los artículos 36 y 139 de la Constitución.

La Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profe-
sionales, en su artículo 4.2, establece que la fusión, absorción,
segregación, cambio de denominación y disolución de los Cole-

gios Profesionales de la misma profesión será promovida por
los propios Colegios, de acuerdo con lo dispuesto en los res-
pectivos Estatutos, y requerirá la aprobación por Decreto, previa
audiencia de los Colegios afectados.

La Delegación Territorial de Almería, del Colegio Territorial
de Administradores de Fincas de Granada y Almería, acordó.
por unanimidad, el 26 de abril de 2000, iniciar los trámites
para su segregación y constitución en Colegio Profesional inde-
pendiente -creando una Comisión Gestora para su tramitación-,
aprobándose por mayoría en la Junta General de Colegiados
del mismo el 27 de julio de 2000, y siendo ratificado el acuerdo
por su Junta de Gobierno el 5 de septiembre del mismo año.
Por su parte, el Consejo General de Colegios de Administra-
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dores de Fincas emitió informe favorable a la segregación el
11 de noviembre de 2000.

En su virtud, a propuesta del titular de la Consejería de
Justicia y Administración Pública, y previa deliberación del
Consejo de Gobierno en su reunión del día 6 de febrero de
2001,

D I S P O N G O

Primero. Creación.

Se crea el Colegio Territorial de Administradores de Fincas
de Almería, por segregación del Colegio Territorial de Admi-
nistradores de Fincas de Granada y Almería.

Segundo. Ambito territorial.

El ámbito territorial de actuación del Colegio creado es
el correspondiente a la provincia de Almería.

El Colegio Territorial de Administradores de Fincas de
Almería estará integrado por los actuales colegiados en el Cole-
gio Territorial de Granada y Almería que tengan su domicilio
profesional, único o principal, en la provincia de Almería, los
cuales causarán baja en dicho Colegio, así como por todos
los que en lo sucesivo sean admitidos por reunir los requisitos
exigidos para su colegiación.

Tercero. Relaciones con la Administración.

El Colegio, en lo referente a los aspectos institucionales
y corporativos, se relacionará con la Consejería de Justicia
y Administración Pública. En cuanto al contenido de sus acti-
vidades, el Colegio se relacionará con la Consejería de Obras
Públicas y Transportes.

Cuarto. Elaboración y adaptación de Estatutos.

La Comisión Gestora constituida en la Delegación Terri-
torial de Almería elaborará, en el plazo de tres meses, los
Estatutos del Colegio Territorial de Almería, y convocará Asam-
blea General Extraordinaria de la Delegación para su sanción.

En el plazo de un mes desde la aprobación de los Estatutos
en la forma que establece la legislación vigente, la Comisión
Gestora realizará la convocatoria para la elección de las per-
sonas que habrán de ocupar los cargos de los órganos de
gobierno del Colegio Territorial de Administradores de Fincas
de Almería.

El Colegio Territorial de Administradores de Fincas de Gra-
nada y Almería deberá modificar los Estatutos en todo aquello
que pueda afectar a su ámbito territorial, después de producida
la segregación.

Quinto. Recursos.

Contra el presente Decreto, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante este órgano en el plazo de un mes, contado a partir
del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales, en el plazo de dos meses, contados desde el día
siguiente al de la notificación de este acto, todo ello de con-
formidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sexto. Eficacia.
El presente Decreto surtirá efectos desde el día siguiente

al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 6 de febrero de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 1 de marzo de 2001, por la que se
garantiza el funcionamiento de los servicios esenciales
para la Comunidad Autónoma Andaluza, mediante el
establecimiento de servicios mínimos.

Por el Comité Confederal de la Confederación General
del Trabajo ha sido convocada huelga general, que tendrá
lugar el día 8 de marzo de 2001 y en las siguientes franjas
horarias: De 12,00 a 14,00 horas en turno de mañana, de
19,00 a 21,00 horas en turno de tarde y de 22,00 a 24
horas en turno de noche, y que podrá afectar todo el personal
empleado en los distintos centros de trabajo en todos los sec-
tores de la actividad económica que prestan servicios esen-
ciales en la Comunidad Autónoma Andaluza.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Dada la dimensión de la convocatoria se hace aconsejable,
en aras a la eficacia administrativa que debe presidir las actua-
ciones de la Administración, el determinar los servicios míni-
mos por sectores de producción o servicios, ya que de otra
forma podían quedar desprotegidos los derechos o bienes que
nuestra Constitución tiene establecidos como esenciales para
la comunidad.

Por ello, seguidamente se indican los distintos ámbitos
que son objeto de regulación en los que la Administración
se ve compelida a garantizar el servicio esencial y, con ello,
a fijar servicios mínimos:


